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1.10.1 Introducción

En 2018 se estima que arribaron a las costas andaluzas alrededor de unas 50.000 personas inmigrantes 
procedentes de otros países.

La recepción de estos hombres y mujeres requiere un esfuerzo coordinado de todas las administraciones y el 
diseño e implementación de un plan de acogida en el que se tengan en cuenta las necesidades de estas personas 
y se destinen los recursos necesarios para su correcta atención.

Es cierto que las competencias en materia de inmigración y asilo son exclusivas del Estado, quedando por tanto 
al margen de nuestro ámbito de actuación, como se recoge en el Ley 9/1983, de 1 de diciembre, del Defensor del 
Pueblo andaluz, pero ello no es óbice para que esta Institución intervenga ante esta realidad social y vele por el 
cumplimiento de los derechos y garantías que asisten a estas personas desde que llegan a Andalucía, de modo 
mayoritario a través de sus costas.

Además, el impacto que supone en nuestros municipios costeros esta realidad migratoria exige la implicación 
de todos los estamentos públicos y, por supuesto, la de esta Defensoría.

Por otro lado, hemos de recordar que las personas inmigrantes que viven en Andalucía son titulares de 
derechos y obligaciones en la misma medida que el resto de ciudadanos. Así, en tanto que estas personas se 
relacionan con la Administración autonómica, en aplicación del artículo 10 de nuestra ley reguladora, la Defensoría 
tendrá competencia para intervenir siempre que se entiendan conculcados los derechos y libertades de estos 
ciudadanos, proclamados en el Título Primero de la Constitución Española.

Asimismo el artículo 11 de la meritada ley afirma que, entre otras razones, la nacionalidad nunca podrá constituir 
impedimento para solicitar la colaboración del Defensor del Pueblo Andaluz.

El desarrollo de los acontecimientos que se vienen produciendo en los últimos tiempos evidencia que el fenómeno 
migratorio no es algo puntual. Los flujos de migrantes están adquiriendo cada vez mayor importancia y se 
encuentran presentes en nuestra realidad como sociedad receptora y de acogida.

Y es que la realidad migratoria actual en Andalucía nada tiene que ver con las primeras llegadas de extranjeros 
en la década de los ochenta. Pese a que los flujos migratorios son oscilantes, en nuestra comunidad autónoma el 
colectivo inmigrante forma ya parte de nuestra sociedad.

Esta perspectiva nos obliga a abordar el fenómeno de la inmigración de un modo integral porque la atención a 
la inmigración debe ser transversal, sólo así podremos conseguir la inclusión real de estos nuevos vecinos, sólo así 
creceremos como sociedad.

Acorde con este planteamiento hemos estimado necesario otorgar un tratamiento específico y especializado 
a los asuntos de extranjería y un análisis transversal de las quejas que se recepcionan en la Defensoría o se 
promueven de oficio relacionadas con el fenómeno migratorio.

Por ello, hemos elaborado un capítulo específico en este informe dedicado a todas las cuestiones que afectan a 
las personas migrantes con una excepción: los menores extranjeros no acompañados cuya situación se abordará en 
el capítulo dedicado a la infancia, adolescencia y juventud.

La justificación de este trato diferenciado es que un niño nunca es un inmigrante. Un niño es una persona que 
por su situación de vulnerabilidad tiene derecho a una especial protección y tutela de los poderes públicos. A un 
niño no se puede ni se debe añadir apellidos como “inmigrante” o “refugiado”. Su estatuto jurídico debe ser siempre 
y, en todos los casos, el de menor de edad por encima del estatuto de persona extranjera y, por tal motivo, 
el análisis de las quejas que afectan a este colectivo se realiza en el capítulo dedicado a la infancia, adolescencia y 
juventud.
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A continuación se desglosarán las intervenciones que el Defensor del Pueblo andaluz ha llevado a cabo en 2018 
en las que o bien los promotores de los expedientes o los destinatarios de estas gestiones tenían la condición de 
extranjeros.

No obstante, teniendo en cuenta la magnitud que el fenómeno migratorio ha alcanzado en los últimos meses, 
hemos de señalar que además de la tramitación de las quejas, la Institución ha mantenido encuentros a todos 
los niveles reivindicando la atención a los inmigrantes y refugiados que han llegado a nuestra Comunidad e 
interviniendo con aquellos municipios que han visto como sus playas se convertían en puertos improvisados para 
pequeñas embarcaciones en las que viajaban personas cargadas de sueños, pero agotadas de un viaje duro en el que 
muchos han perdido la vida.

También personal de la Institución y el propio titular de la misma han visitado centros en los que se atendían a 
los más vulnerables, los menores extranjeros no acompañados, para velar por el cumplimiento de los derechos de 
aquellos privados del derecho más importante, el de ser niños y niñas.

1.10.2 Análisis de las quejas tramitadas

1.10.2.1 Primera acogida y atención a personas inmigrantes
La atención a las personas migrantes es especialmente compleja, requiriendo la coordinación entre todas las 

administraciones implicadas.

Desde la Administración central entran en juego distintos ministerios, aunque adquiere un papel protagonista 
el Ministerio de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social, donde la Secretaria General de Migraciones gestiona los 
traslados de los beneficiarios desde los lugares de recogida (CETI, CIE, costas, asentamientos u otros recursos de 
alojamiento) hasta los dispositivos de acogida o lugares de ubicación de las redes sociales y familiares, así como la 
atención de emergencia a grandes contingentes, cubriendo las necesidades de las personas recién llegadas.

El Ministerio de Fomento en tanto que responsable de Salvamento Marítimo; Ministerio de Interior con la 
intervención de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado, la Policía Nacional y Guardia Civil, responsables de 
la conducción y reseña de estas personas; y el Ministerio de Justicia con la intervención de las Fiscalías.

Por su parte, la Administración autonómica es la competente en todo lo relacionado con la prestación sanitaria 
de este colectivo, debiendo garantizar su correcta atención, así como de la escolarización de los extranjeros 
reseñados como menores en edad de escolaridad obligatoria. Del mismo modo, desde la Dirección General de 
Políticas Migratorias, dependiente de la Consejería de Justicia, se gestiona la elaboración de propuestas normativas, 
directrices, planes y programas orientados a la integración de la población inmigrante.

El papel de los ayuntamientos, receptores de esta realidad, también es especialmente relevante a través de la 
cesión de espacios públicos y, la disposición de recursos humanos y materiales.

Ocurre que la intervención de los distintos organismos, con competencia en la materia, no siempre 
ha sido valorada de modo positivo por la ciudadanía y por las organizaciones y entidades que atienden a este 
colectivo.

Así aconteció con un asunto que obtuvo una importante repercusión social: el internamiento de inmigrantes 
interceptados en costa en el centro penitenciario de Archidona, Málaga II.

Sobre este asunto la Diputación de Córdoba demandó nuestra intervención ante lo que se consideraba un 
incumplimiento de lo establecido en la Ley Orgánica de Extranjería 4/2000 de 11 de enero, sobre derechos y 
libertades de los extranjeros en España y su integración social (Reformada por L.O 8/2000, LO 14/2003, LO 
2/2009, LO 10/2011, y RDL 16/2012), como en el Reglamento del funcionamiento de los centros de internamiento 
de extranjeros, aprobado por Real Decreto 162/2014, de 14 de marzo.
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